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15368 REAL DECRETO 1445/1980, de 23 de junio, por el 
que sé concede la Gran Cruz de la Orden del Mé­
rito Civil a los señores que se mencionan.

Queriendo dar prueba de Mi Real aprecio a los señores Ar­
pad Bogsch, Mario Esquivel y Frank Ortiz,

Vengo en concederles la Gran Cruz de la Orden del Mérito 
Civil. 

Dado en Madrid a veintitrés de junio de mil novecientos 
ochenta.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de Asuntos Exteriores,

MARCELINO OREJA AGUIRRE

MINISTERIO DE JUSTICIA

15369 REAL DECRETO 1446/1980, de 23 de junio, por el 
que se concede la Gran Cruz de la Orden de San 
Raimundo de Peñafort a don Luis Díez-Picazo y 
Ponce de León.

En atención a los méritos y circunstancias que concurren 
en don Luis Díez-Picazo y  Ponce de León,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la Orden de San 
Raimundo de Peñafort.

Dado en Madrid a veintitrés de junio de mil novecientos 
ochenta.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de Justicia,

IÑIGO CAVERO LATAILLADE

15370 RESOLUCION de 13 de junio de 1980, de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado, 
en el recurso gubernativo interpuesto por don Víc­
tor Julio Santana Almeida y don José Jesús Díaz 
Baez, en nombre y representación, como Consejeros 
Delegados, de la Entidad Mercantil «Diasan, Socie­
dad Anónima», contra la negativa del Resgistrador 
Mercantil de Las Palmas a inscribir una escritura 
dé constitución de Sociedad Anónima. -

En el recurso gubernativo interpuesto por don Víctor Julio 
Santana Almeida y don José Jesús Díaz Baez, en nombre y 
representación, como Consejeros Delegados, de la Entidad Mer­
cantil «Diasan, S. A.», contra la negativa de V. S. a inscribir 
una escritura de constitución de Sociedad Anónima;

Resultando que por escritura de 22 de octubre de 1979, autori­
zada por el Notario de Las Palmas don José Manuel Die La- 
mana, se constituyó la Sociedad Anónima mencionada, estable­
ciendo el artículo 21 de los Estatutos de la misma que «sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 72 de la vigente Ley de 
Sociedades Anónima, los Consejeros ejercerán sus cargos por 
tiempo indefinido y cesarán en los mismos por dimisión o por 
destitución de la Junta general»;

Resultando que presentada en el Registro primera copia de la 
citada escritura fue calificada con la siguiente nota: «Suspen­
dida la inscripción del mismo (documento) por contravenir el 
artículo 21 de los Estatutos lo dispuesto en los artículos 71, 72 y 
73 de la Ley de 17 de julio de 1951 sobre Régimen Jurídico de 
las Sociedades Anónimas. No se tomó anotación y extendida esta 
nota de conformidad con mi cotitular»;

Resultando que don Víctor Julio Santana Almeida y don José 
Jesús Díaz Baez, en la representación que ostentan, interpusie­
ron recurso de reforma y subsidiariamente gubernativo contra 
la anterior calificación y alegaron: que el texto estatutario sólo 
afecta al artículo 72 de la Ley de Sociedades Anónimas, y, más 
concretamente, a su párrafo l.° cuestionándose como único tema 
él de la posibilidad de que los Administradores designados por 
la Junta General con posterioridad al acto constitutivo de la 
Compañía ejerzan sus cargos con carácter indefinido; que, si 
bien el anteproyecto redactado por el Instituto de Estudios Po­
líticos distinguía entre Administradores designados en el acto 
constitutivo y los designados por la Junta general, el artículo 72 
se limita a señalar que los administradores designados en el 
momento fundacional no podrán ejercer su cargo por un plazo 
mayor de cinco años, silenciando, en cambio, el caso de nombra­
miento posterior al acto constitutivo, por considerar innecesario 
limitar temporalmente las designaciones de Administradores que 
se produzcan durante la vida social; que la Junta puede, por 
tanto, nombrar administadores por un plazo mayor o menor 
de cinco años, e incluso con carácter indefinido, habida cuenta 
del carácter siempre revocable del nombramiento (artículo 75 de 
la Ley); que únicamente se opone a la naturaleza temporal del 
cargo el nombramiento de Administrador vitalicio, supuesto que 
no es ciertamente el del artículo 21 de los Estatutos, que con-  
templa expresamente la dimisión y destitución de los Conseje­
ros; que esta tesis ha sido recogida por el Tribunal Supremo en 
sentencia de 3 de mayo de 1956 y 22 de octubre de 1974, y por 
la Dirección General de los Registros y del Notariado en Resolu­
ción de 8 de junio de 1972, y es sustentada por la mejor doctrina 
científica;

Resultando que el Registrador dictó acuerdo manteniendo la 
calificación en todos sus extremos y alegó: Que no existe pre­

cepto alguno en la Ley de Sociedades Anónimas que regule 
expresamente el problema aquí planteado, por lo que para in­
terpretar sus preceptos, hay que acudir- al artículo 3 del Código 
Civil; que, de admitirse el carácter indefinido de los Administra­
dores se vulneraría el espíritu del artículo 71 de la Ley de So­
ciedades Anónimas, al impedirse el ejercicio de los derechos de 
los accionistas minoritarios mientras la mayoría de los accionis­
tas no decidan cesar a los Administradores; que el párrafo l.° 
del artículo 72 se refiere «al plazo para el ejercicio del cargo», 
de lo cual se infiere el carácter temporal de los Administradores, 
ya que plazo es, precisamente, lo contrario a indefinido; que el 
párrafo 2.° del mismo artículo habla de la posibilidad de reelec­
ción de los miembros del Consejo de Administración, expresión 
ésta que sobraría si los administradores pudieran ser. nombrados 
por tiempo indefinido; que el párrafo l.° del artículo 73, al esta­
blecer la renovación temporal de los miembros del Consejo de 
Administración, reafirma su carácter temporal; que el párrafo 
2.° del mismo precepto se refiere al plazo para el que fueron 
nombrados los Administradores; que del espíritu y del contexto 
de los tres referidos artículos, se infiere claramente al carácter 
temporal de los Administradores; que las sentencias de 3 de 
diciembre de 1954 y 3 de mayo de 1956, y las Resoluciones de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado del 18 de 
abril de 1958, 24 de junio de. 1968 y 24 de mayo de 1974, con- 

 firman este mismo carácter; que la sentencia del Tribunal Su­
premo de 10 de junio de 1978 parece resolver el problema defi­
nitivamente, al afirmar «que el acuerdo de que los Administra­
dores de las Sociedades Anónimas se nombren por tiempo inde­
finido, contraviene  el artículo 72 de la Ley de Sociedades 
Anónimas»;

Vistos los artículos 11, 15, 71, 72, 73, 75 y disposición transi­
toria novena de la Ley de Sociedades Anónimas; 115 del Regla­
mento del Registro Mercantil; sentencias de 3 de mayo de 1956, 
29 de septiembre de 1969, 22 de octubre de 1974 y 10 de junio 
de 1978; y las resoluciones de este centro de 18 de abril de 1958,
8 de junio y 16 de noviembre de 1972, 9 y 11 de junio de 1980;

Considerando que la cuestión a resolver en este recurso es 
idéntica y ante el mismo Registrador Mercantil que la decidida 
por este Centro Directivo en 11 de junio de 1980, a saber 
si el lícita la cláusula que autoriza el que salvo en el acto cons­
titutivo, puedan ser designados Administradores sin el límite 
temporal de cinco años que para los primeros establece el 
artículo 72 de la Ley;

Considerando que, como ya han declarado las resoluciones de
9 y 11 de junio de 1980, la Ley de Sociedades Anónimas no esta­
blece restricción o limitación alguna de carácter temporal 
referente a los Administradores nombrados fuera del acto 
constitutivo, antes, al contrario, circunscribe el plazo de cinco 
años sólo a los designados en dicho acto según se deduce del 
texto de los artículos 72 y disposición transitoria novena de la 
Ley que únicamente establecen un plazo para estos últimos, así 
como a ellos se refiere exclusivamente la posibilidad de ree­
lección, que la reelegibilidad no es la única causa que presu­
ponga la existencia de un plazo de caducidad y que el diferente 
tratamiento legislativo está justificado ya que trata de evitar 
que una interpretación equivocada pudiera otorgar mayor esta­
bilidad y permanencia al Administrador nombrado en acto cons­
titutivo; que así mismo la renovación parcial que establece 
el artículo 73 no presupone que forzosamente hayan de caducar 
los nombramiento dentro de un plazo determinado por ser una 
precaución adoptada por los casos en que se dé el supuesto de 
hecho necesario; que la ausencia de plazo temporal no elimi­
na el derecho de las minorías a obtener el nombramiento de 
Vocal en el Consejo con arreglo al artículo 71,2.°; y que faltan 
los presupúestos de aplicación del artículo 4,1.° del Código Civil,

Esta Dirección General ha acordado revocar la nota del Re­
gistrador.-

Lo que con devolución del expediente original comunico a 
V. S. para su conocimiento, el del recurrente y efectos.

Dios guarde a V. S. muchos años.
Madrid, 13 de junio de 1980.—El Director general, P. D., An­

tonio Ipiéns Llorca.

Sr. Registrador Mercantil de Las Palmas de Gran Canaria.

MINISTERIO DE DEFENSA

15371 REAL DECRETÓ 1447/1980, de 23 de junio, por el  
que se concede la Gran Cruz de la Orden del Mé­
rito Militar, con distintivo blanco, al excelentísimo 
señor General de División del Ejército don Rafael 
Allendesalazar Urbina.

En atención a los méritos y circunstancias que concurren en 
el excelentísimo señor General de División del Ejército don Ra­
fael Allendesalazar Urbina,

Vengó en concederle la Gran Cruz de la Orden del Mérito 
Militar, con distintivo blanco.

Dado en Madrid a veintitrés de junio de mil novecientos 
ochenta.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de Defensa,

AGUSTIN RODRIGUEZ SAHAGUN


